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RESUMEN

La entrada en vigor del Tratado de Lisboa y la regulacién del mecanismo de
alerta temprana en el control del principio de subsidiariedad, exige llevar a cabo
reformas legislativas y organizativas en los Parlamentos nacionales de los Estados
miembros. El objetivo es sin duda mejorar la legitimidad democrdtica y la calidad y la efi-
ciencia del proceso legislativo en el nivel de la Unidn Europea, mediante la intervencidn de
los Parlamentos nacionales. El Parlamento Espafiol ha aprobado la Ley 22/2009 de
22 de diciembre adaptando sus procedimientos internos a las nuevas directrices,
confiriendo mayores competencias a la Comisién Mixta de Asuntos para la Unidn
Europea. En el articulo hemos procurado reflejar también la complejidad que reviste el
sistema de descentralizacidn territorial espafiol.

ABSTRACT

The entry into force of the Lisbon Treaty and the regulation of early warning
mechanism in the control of the subsidiarity principle, requires to carry out legisla-
tive and organizational reforms in the national parliaments of the Member States.
The aim is undoubtedly to improve the democratic legitimacy and the quality and
efficiency of the legislative process ar European Union level through the involvement
of national parliaments. The Spanish Parliament approved the Law 22/2009 of
December 22 nd adapting its internal procedures to the new guidelines by giving
more responsibility to the Joint Committee on European Union Affairs. The article
has also sought to reflect the complexity of the Spanish descentralization system.

I. CONSIDERACIONES PREVIAS. LA EVOLUCION EN LA
CONSTRUCCION EUROPEA Y EL PAPEL DE LOS PARLAMENTOS

Como respuesta a la estrategia establecida en la Declaracién Schuman en
1950, la estructura institucional y el funcionamiento de la Unién Europea se
centré desde el momento de su constitucién en la unificacién econdmica. Las
dificultades que presentaba un federalismo en este primer momento, baste
recordar el fracaso de la propuesta del Ministro italiano Alcide Gasperi, hicie-
ron conveniente una unificacién en torno a intereses comunes, principalmente
monetarios, con una integracién progresiva por sectores que, como predijo
Monnet,! inevitablemente conducirfan a la Europa politica®.

! Para mds informacién MANGAS MARTIN. A., y LINAN NOGUERAS, J. D., Instituciones y Derecho
de la Unidn Europea. Tecnos 2005.

2 CARRO MARTINEZ, A., La Unién Europea y el principio de subsidiariedad. Revista de Adminis-
tracién Publica, nim. 126, 1991, p. 218.
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Es conocido por todos que el peculiar sistema de formacién de la Unién,
que confiere una clara preponderancia a los gobiernos de los Estados miembros
en detrimento de los érganos legislativos, genera un déficit democrdtico®. Con
la intencién de contrarrestar este déficit, los sucesivos Tratados han producido
un progresivo refuerzo del Parlamento Europeo en el entramado institucional
de la Unién, otorgado a éste y al principio de representacién popular la po-
sicién debida?, generando un mayor acercamiento de la unién Europea a los
Parlamentos Naciones y en consecuencia a sus ciudadanos, dando lugar a una
lenta pero constante evolucién en el papel de los Parlamentos y en la construc-
cién politica europea.

Con la firma del Tratado de Bruselas en 1975 el Parlamento Europeo ad-
quiere el derecho de controlar las cuentas de la UE al finalizar cada ¢jercicio.
Su capacidad permitia al Parlamento evaluar si la Comisién habia gastado con
acierto y correctamente el presupuesto comunitario. Se trata de un control
indirecto sobre la actividad econémica que, aunque limitado a las cuestiones
econémicas, formula un comienzo en la aplicacién del principio de control
parlamentario.

Hasta 1986 el interés hacia una integracién politica es prdcticamente inexis-
tente pero, toda vez que los objetivos econédmicos fueron alcanzados y con mds
fuerza tras la aprobacién del Tratado de la Unién Europea en 1992, la preocu-
pacién por asuntos que concernian a la construccién politica se incluyeron
como objetivos en la agenda de la Unidn. Es el caso de la conceptualizacién y
regulacién de la ciudadania europea, los derechos fundamentales o la subsana-
cién del déficit democrdtico mediante una mayor intervencién del Parlamento
Europeo y de los Parlamentos de los Estados miembros.

Las nuevas competencias otorgadas por el Acta Unica Europea, no sélo
mantienen el control prescrito en el Tratado previo, sino que se amplia al esta-
blecer la obligacién de obtener la aprobacién del Parlamento para la adhesién a
la UE de un Estado candidato, conjugando limitadamente el émbito econémi-
co y el politico. En 1992 con la firma del Tratado de Maastrich y la aprobacién
de las Declaraciones 13 y 14, se da un paso mds al disponer que los Gobierno
actiien de forma que los Parlamentos nacionales puedan tener en su cono-
cimiento los proyectos legislativos de la Comisién con suficiente antelacién
como para poder obtener una informacién plena o, si fuese necesario, proceder
a su estudio. Durante esta etapa y conscientes de la necesidad de ampliar los
cauces de participacién de los Parlamentos nacionales con el Parlamento Eu-
ropeo, se favorece el intercambio de informacién entre los érganos legislativos
abriendo una via de conexién ajena a los érganos ejecutivos.

3 A pesar de utilizar el término mds extendido coincidimos con Bastipa FrEIEDO, E J., Parla-

mentos regionales e integracidn europea». Revista de la Facultad de Derecho de la Universidad Com-
plutense, Madrid, 1997, pp. 271-292, en que los que se ha venido llamando déficit democrético, no
se trata de un auténtico déficit democrdtico sino un déficit parlamentario.

4 La primera iniciativa del Parlamento Europeo para establecer contactos regulares y orgdnicos
con los Parlamentos Nacionales se encuentra en el Informe Diligent de 27 de Mayo de 1981.
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En 1997 el Tratado de Amsterdam incorpora un Protocolo especifico
sobre el cometido de los Parlamentos nacionales en la Unién Europea, lo
que sin duda constituye un paso mds en el reconocimiento del papel de
los Parlamentos en la construccién politica institucional. El Tratado reza
textualmente: «Los proyectos legislativos de la Comisién [...] se ponen
a disposicién de los Gobiernos de los Estados Miembros con suficiente
tiempo para permitirles averiguar si los Parlamentos nacionales pueden
acogerlas debidamente.» El Protocolo aclara ademds el rol de la Conferen-
cia de las Comisiones de Asuntos Europeos (COSAC), otorgdndole, entre
otras cosas, el poder de «someter al Parlamento Europeo, al Consejo y a la
Comisidn, cualquier contribucién que considere ttil sobre las actividades
legislativas de la Unién con particular referencia a la aplicacién del princi-
pio de subsidiaridad, al espacio de libertad, de seguridad y de justicia, asi
como asuntos conexionados con los derechos fundamentales». La principal
novedad del Tratado en referencia al papel del Parlamento Europeo proce-
de de la ampliacién del procedimiento de codecisién en toda una serie de
dmbitos que pasaron a estar sujetos al Derecho comunitario: proteccién de
los consumidores, capacidad de trabajar legalmente en otro pais y cuestio-
nes medioambientales, por citar solo una muestra y, a pesar del importante
salto cualitativo en el que profundizé el fracasado Tratado Constitucional,
el nivel de integracién politica estaba todavia muy por debajo del nivel de
integracién econémica.

Por ultimo el Tratado de Lisboa. Este va m4s all4, y no sélo confiere ma-
yores atribuciones al Parlamento sino que sitta a éste al mismo nivel que el
Consejo en el proceso de decisién de la gran mayoria de las leyes de la Unién,
otorgando al Parlamento mds poder que nunca para conformar Europa. A
partir de ahora decidird sobre la mayoria de la legislacién de la Unién; mds
de 40 nuevos temas se afiaden a los que ya se tratan por el procedimiento de
codecision, entre ellos se incluye: la agricultura, las politicas energéticas, la
inmigracién, justicia y asuntos de interior, salud y fondos estructurales, sin
olvidar que tiene la tltima palabra en el presupuesto de la Unién.

Centrdndonos en la cuestién objeto de andlisis en este trabajo, el proceso
de integracion europea y el fortalecimiento del papel del Parlamento Euro-
peo conlleva la transferencia de una serie de competencias del nivel nacional
al europeo, trasferencias que han supuesto una disminucién del papel de los
Parlamentos nacionales y en mayor medida en los parlamentos regionales tra-
dicionalmente ignorados por la legislacién comunitaria, que con la entrada en
vigor del Tratado de Lisboa los Parlamentos Nacionales ven reforzado su papel
con la posibilidad de incidir directamente en las propuestas legislativas comu-
nitarias a través de procedimientos concretos.

Los dias 7 y 8 de mayo de 2008 los miembros del parlamento de toda la
Unién Europea reunidos en Brdo (Eslovenia), comenzaron a desarrollar una
estrategia para hacer frente a las nuevas disposiciones contenidas en el Tratado
de Lisboa. Al conferir a los Parlamentos nacionales un papel de mayor relevan-
cia en la determinacién de las estrategias y politicas de construccién europea,
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otorgando el derecho a plantear objeciones contra las propuestas legislativas
de la Comisién Europea, era necesario articular mecanismos especificos como
el procedimiento denominado de presentacién de tarjetas amarilla o naranja.
En virtud de estos nuevos mecanismos histéricos, los Parlamentos nacionales
podrdn dirigir a los Presidentes de la Comisién, el Consejo y el Parlamento,
dictdmenes motivados sobre textos legislativos que, en virtud del principio de
subsidiariedad, excedan las competencias de la Unidén. Los resultados de los
procedimientos podrdn suponer que la propuesta sea devuelta a la Comisién o
que el procedimiento decaiga.

El denominado procedimiento de tarjeta naranja, que puede suponer que
las propuestas de la Comisién decaigan, requerird la mayoria simple de los
Parlamentos nacionales. En el procedimiento denominado de tarjeta amari-
lla, que puede provocar que la propuesta sea devuelta a la Comisién, tendrdn
que conseguir el apoyo de al menos un tercio de todos los parlamentos na-
cionales de la Unién Europea (18 de un total de 54 Cdmaras). En este con-
texto la cooperacién entre los Parlamentos serd fundamental y, tal y como
mantuvo Han Ten Broeken, representante del Parlamento neerlandés en las
discusiones previas, «los parlamentos nacionales se convierten en institucio-
nes de la UE y como tales, deben asumir la responsabilidad comportdndose
como parte de la UE».

Los procedimientos que regula el Tratado de Lisboa exigen reformas le-
gislativas y organizativas en los Parlamentos de los Estados miembros de la
Unién. Algunos Parlamentos ya han tomado medidas para cambiar o adaptar
sus procedimientos internos, ajustindose en mayor o menor medida a las nue-
vas disposiciones. El Parlamento francés ha modificado la Constitucién para
consagrar los mecanismos de subsidiariedad. El Eduskunta finlandés agregard
un procedimiento especifico de subsidiariedad en su Reglamento de Procedi-
miento. Chambre des représentants Belga ha cambiado sus reglas de funcio-
namiento y reforzado su personal con tres nuevos miembros. El Parlamento
Helénico ha establecido un grupo de trabajo para elaborar propuestas. Mien-
tras tanto, en Espafa, la Comisién Mixta de Asuntos para la Unién Europea
ha presentado y aprobado una serie de medidas destinadas a preparar, tanto la
nueva labor del Parlamento, como mecanismos que permitan afinar sus rela-
ciones con el gobierno permitiendo, aunque de forma indirecta, el control po-
litico sobre las posiciones que defiende el Gobierno en el seno del Consejo. En
el mismo sentido se han producido cambios en el sistema de funcionamiento
de las Asambleas Legislativas de las Comunidades Auténomas que, al hilo de
las modificaciones introducidas en los Estatutos aprobados la pasada Legisla-
tura, pretenden ampliar o cuanto menos establecer vias para la participacién
regional en el dmbito europeo.

Toda vez que hemos constatado la evolucién del papel de los Parlamentos
de la Unidn, el objeto del presente trabajo es analizar los cambios que ha
producido la entrada en vigor del Tratado de Lisboa en el funcionamiento
de Parlamento nacional y las consecuencias que puede tener en el dmbito
autondémico.
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II.  EL PRINCIPIO DE SUBSIDIARIEDAD Y PROPORCIONALIDAD.
EL SISTEMA DE ALERTA TEMPRANA'Y LAS REFORMAS
EN EL PROCEDIMIENTO LEGISLATIVO EUROPEO
Y EN EL PAPEL DE LOS PARLAMENTOS NACIONALES

Si analizamos la evolucién del papel de los Parlamentos nacionales en la cons-
truccion europea y el desarrollo del principio de subsidiariedad hasta la aproba-
cién del Tratado de Lisboa, observamos que uno y otro evolucionan a la par. El
punto de inflexién de la evolucién pareja de ambos términos lo constituye el
Tratado de Lisboa, que no sélo introduce por primera vez una referencia expresa
en el cuerpo del Tratado a la funcién que han de tener los Parlamentos nacionales
en el sistema comunitario en referencia al control de subsidiariedad, sino que
afiade menciones expresas a sus funciones a lo largo del articulado y, ademds,
un Protocolo anejo sobre el cometido de éstos en la Unién Europea. Desde la
aprobacién del Tratado de Lisboa, las atribuciones conferidas a los Parlamentos
nacionales van mds alld de la aplicacién del principio de subsidiariedad.

Como probaremos, el principio de subsidiariedad excede progresivamente de
la cuestién competencial en el reparto de tareas o dmbitos de regulacién entre
los Estados miembros de la Unién Europea, para convertirse en el instrumento
que permite la participacién de los Parlamentos nacionales en un espiritu de co-
operacién entre las instituciones nacionales de los Estados miembros y la Unién
Europea®, constituyendo un factor clave en la construccién politica europea.

Martin y Pérez Neclares® describe a la perfeccién la problemdtica en la que
pretendemos profundizar en este trabajo cuando afirma que el mecanismo de
alerta temprana resulta de enorme interés juridico, pero también de indudable
interés politico por cuanto que hablar de mecanismo de alerta temprana es
hablar del principio de subsidiariedad; hablar del principio de subsidiariedad
es hablar de competencias de la Unién Europea en relacién con los Estados
miembros y, hablar de competencias, es al final hablar de reparto vertical del
poder entre la Unién Europea, los Estados Miembros y en el caso Espanol
también de las regiones con competencias legislativas.

2.1. Laimportancia del principio de subsidiariedad

La subsidiariedad es una idea tipicamente occidental que puede retrotraerse
hasta los escritos de Arist6teles o Santo Tomds de Aquino si bien, la formu-

5> A pesar de que ya hemos incidido en esta cuestién en otros epigrafes, entendemos la subsi-

diariedad, no como una limitacidn a la actuacién de la Unién Europea sino y tal y como sostiene la
Comisién en el documento de 8 de octubre de 1992, como una garantia de que el modo de interven-
cién no es excesivo en relacién con el objeto perseguido, sea cual sea la naturaleza de la competencia,
exclusiva, compartida o ejercitada.

¢ Diario de Sesiones de las Cortes Generales. Afio 2006, VIII Legislatura, nim. 68. Sesién
ndm. 18, celebrada el 11 de mayo de 2006.
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lacién sistémica del principio de subsidiariedad se sitian comtinmente en la
doctrina social de la Iglesia Catdlica. La Enciclica Rerum Novarum (1891) del
Pontifice Leén XIII y cuarenta afios después la Enciclica Quiadrigesimo Anno
(1931) del Papa Pio XI que, dentro de la parte de restauracién social, reivin-
dican el papel de la sociedad civil y, en especial, de los grupos mds pequefios
en la provisién social frente al Estado’, son textos fundamentales para la com-
prensién del principio enunciado.

El principio de subsidiariedad cabe pues ser aplicado tanto en las relaciones
entre el individuo y la comunidad, como a aquellas entre la sociedad en su
conjunto y el Estado. Su idea central es que la accién del grupo mayor debe
restringirse al apoyo a los individuos o grupos mds pequefos. Sélo en el caso
de que éstos resulten incapaces de llevar a cabo una actividad, se entiende que
procede la intervencién del grupo mayor. Resumiendo, en funcién del princi-
pio de subsidiariedad, la unidad mayor no debe hacer lo que la unidad menor
hace mejor®.

La formulacién general del principio, tal y como afirma Areilza es, cuanto
menos, ambigua, y asf lo ha puesto de manifiesto la pluralidad de opiniones que
al respecto mantiene la doctrina. Algunos autores han querido ver en la subsidia-
riedad un principio que limita la centralizacién comunitaria. Otros han visto un
mandato para acercar las instituciones comunitarias a los ciudadanos’ y, parte de
la doctrina sostienen que es un principio esencialmente politico, al ser aplicado
conforme a criterios de oportunidad en la determinacién del érgano o nivel que
debe regular una determinada materia; por tltimo, aquellos que han desarrolla-
do una visién mds juridica de la subsidiariedad en el 4mbito del Derecho Comu-
nitario'®. En cualquier caso y a pesar de la dificultad conceptual que revisten los
principios mencionados, objeto de detenidos andlisis por la doctrina'! y en los
que no pretendemos ahondar, la importancia de las cuestiones que tratamos no

7 Ares CasTrRO-CONDE, C., El sistema de alerta temprana para el control del principio de subsidia-
riedad en la Unidn Europea y los Parlamentos autondmicos: Diagnosis y prognosis. Revista de Estudios
Politicos (Nueva Epoca), n.° 136, 2007, p. 218.

8 Dt AreiLza CARVAJAL, J. M., El principio de subsidiariedad en la construccién de la Unidn Euro-
pea. Revista Espafiola de Derecho Constitucional. Afio 15, n.© 45, 1995, p. 54.

°  DE AreiLza CARVAJAL, J. M., op. cit., p. 54.

En esta cuestién resulta de sumo interés la visién que adopta Lord Inglewood (PA/473781
Es.doc y PE 313.403) en la Comisién de Asuntos Constitucionales de la Unién Europea cuando
establece en su reunién de 5 de Agosto de 2002 que, como consecuencia del caso Alemania contra el
Parlamento y el Consejo en el Asunto C-233/94 (1997, Rec I 24005, apdo. 28) la jurisprudencia del
Tribunal de Justicia de las Comunidades Europeas no considera que la mencién expresa al principio
de subsidiariedad sea un requisito juridico.

11" Nos parece muy descriptivo en referencia al concepto del principio de subsidiariedad Ares
CasTRO-CONDE, C., El sistema de alerta temprana para el control del principio de subsidiariedad en la
Unidn Europea y los Parlamentos autonémicos: Diagnosis y Prognosis. Revista de Estudios Politicos,
ndms. 135-138, 2007. 2. 220 cuando sostiene que: En términos generales puede hablarse de la
coexistencia de tres ideologfas de la subsidiariedad....»La versién cristianodemdcrata (que sigue la
doctrina social catdlica), la federalista germana (que persigue la constitucionalizacién de la divisién
de poderes entre diferentes niveles territoriales en una Constitucién de corte federal para Europa) y
la ideologfa de la subsidiariedad de los conservadores britdnicos (cuyo objetivo es limitar los poderes
delegados a las instituciones supranacionales).

10
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incide tanto en la formulacién conceptual sino en el uso que se ha dado y se dard
en el dmbito comunitario al principio de subsidiariedad.

En el marco de las actividades del Grupo de trabajo creado en el seno de la
Comisién Mixta para asuntos de la Unién Europea para estudiar la aplicacién por
las Cortes Generales del Sistema de Alerta Temprana previsto en el Protocolo de
Subsidiariedad anejo al Tratado de Lisboa, el Diputado del Parlamento Europeo
Ifigo Méndez de Vigo, ahondando en la dificultad del principio enunciado reitera
su gran complejidad, no sélo porque implica el que las decisiones se tomen en el
nivel mds cercano, sino que requiere que «el coste al final sea proporcional al esfuer-
zo realizado, es decir, que haya un valor afiadido por hacerlo a nivel europeo» 1.

Es decir, supone determinar quién hace qué y precisar ademds, como se
ejercita esa competencia. Se trata pues de un concepto subjetivo de dmbito
juridico-politico. Tal y como refleja el informe Legislar Mejor 20083, el prin-
cipio de subsidiariedad permite definir la frontera entre la responsabilidades
del Estado miembro y de la UE. Si la Comunidad goza de competencia exclu-
siva en ese dmbito, no hay ninguna duda sobre quien debe actuar, y la subsidia-
riedad no procede. En cambio, si la Comunidad y los Estados comparten esa
competencia, el principio establece claramente una presuncién a favor de que
sean los Estado miembros los que actden; argumento que permite también la
participacién de las regiones con competencia legislativa plena.

De esta forma, a nuestro juicio, y toda vez que hemos querido reflejar la
variedad de posturas en torno a la conceptualizacién del principio de subsi-
diariedad'4, no profundizaremos en la biisqueda de la esencia del principio de
subsidiariedad y analizaremos a cambio las consecuencias que su aplicacién ha
tenido en la construccién politica europea.

2.2. Evolucién del principio de subsidiariedad en el dmbito europeo.
El sistema de alerta temprana

Como sostiene en 1992 Gil-Robles'®, ninguno de los Tratados constitutivos
contiene referencias expresas al principio de subsidiariedad, pero todos estdn

12 Diario de Sesiones de las Cortes Generales. Afio 2006, VIII Legislatura, nim. 68. Sesién

ndm. 18, celebrada el 11 de mayo de 2006.

13 Bruselas 25.09.2009 COM (2009) 504 final.
4 Fl Tratado de Lisboa proclama en el art. 3 ter, que sustituye al art. 5, que, «En virtud del
principio de subsidiariedad en los 4mbitos que no sean de su competencia exclusiva, la Unién inter-
vendrd sélo en caso de que, y en la medida en que, los objetivos de la accidn pretendida no puedan
ser alcanzados de manera suficiente por los Estados miembros, ni a nivel central ni a nivel regional
y local si no que pueden alcanzarse mejor, debido a la dimensién o a los efectos de la accién preten-
dida, a escala de la Unidn. Las instituciones de la Unién aplicardn el principio de subsidiariedad de
conformidad con el Protocolo sobre la aplicacién de los principios de subsidiariedad y proporciona-
lidad. Los Parlamentos nacionales velardn por el respeto del principio de subsidiariedad con arreglo
al procedimiento establecido en el mencionado Protocolo.

15 Gi-Rosres GIL-DELGADO, J. M., El principio de subsidiariedad en la construccion europea.
Cuadernos de la Cdtedra Fabrique Furié Ceriol. Valencia, nim. 2. Valencia, 1993, p. 14.
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inspirados en él. El articulo 4 del Tratado constitutivo de la CEE sostiene que
«cada institucién actuard dentro de los limites de las competencias atribuidas
por el presente Tratado». Idénticos términos refleja el Art. 3 del Tratado de la
CECA y el Art. 3 el Tratado CEEA, lo que nos lleva a afirmar que en todos
los Tratados se proclama veladamente el principio de subsidiariedad. Si las
instituciones comunitarias no tienen mds poderes que los que expresamente
confieren los Tratados y cada institucién actda en funcién de las competencias
conferidas, el limite a su actuacién serd esencialmente el criterio competencial,
interpretado a la luz del principio de subsidiariedad.

El Tribunal de Justicia ha tenido ocasién de pronunciarse al respecto, desta-
camos entre otras la sentencia Wand Gend and Loos!® y la conocida sentencia
Costa ¢ ENEL" en la que el Tribunal sostiene que: el sistema comunitario
constituye «un nuevo orden juridico de Derecho Internacional, en beneficio
del cual los Estados han limitado, si bien en esferas concretas, sus derechos so-
beranos, y cuyos sujetos no son solamente los Estados miembros sino también
sus nacionales». La clave estd en las «esferas concretas», que estardn limitadas
por el principio de subsidiariedad; de la cuestién de «nuevo orden juridico
internacional» nos ocuparemos en el lugar oportuno. Por todo ello aunque el
principio de subsidiariedad no es mencionado explicitamente en los Tratados,
preside todo el sistema y goza de una proteccién juridica importante.

Hasta 1992 el principio de subsidiariedad «inspiraba» el ordenamiento y
actuacién comunitaria, con la aprobacién del Tratado de Maastricht '® se fijé,
expresamente en el articulo 2, que el marco de actuacién de la Unién Europea
se establecerfa en funcién del principio de subsidiariedad y que los objetivos de
la Unién se alcanzardn en el respeto del principio enunciado.

El debate que surgi6 del Parlamento Europeo, apoyado en las Conclusiones
del Consejo (Edimburgo) sobre subsidiariedad, transparencia y democracia y
la Resolucién del Parlamento de 18 de noviembre de 1992, desembocd, el 25
de octubre de 1993, en un acuerdo interinstitucional entre el Consejo, el Parla-
mento y la Comisién'®. En el mismo se expresa, inequivocamente, la intencién
de respeto y observancia del principio de subsidiariedad en la actuacién de las

16 CJCE. Recueil, 1963, p. 23.

17" CJCE. Recueil. 1964, p. 1160.

18 Conviene matizar que, aunque la mayorfa de la doctrina sostiene la postura reflejada en el
articulo en cuanto a la fecha de inicio de aplicacién del principio de subsidiariedad, los documentos
preparados por la Unién Europea y que hemos manejado establece que, el 14 de febrero de 1984
con ocasién de la aprobacién del proyecto de Tratado de la Unién Europea, el Parlamento Europeo
propuso una disposicién que estipulaba que cuando el Tratado atribuye a la Unién una competencia
no exclusiva, la accién de los Estados miembros puede ejercerse alli donde la Comunidad no ha
intervenido de manera normativa. En consecuencia, la fecha de aparicién del principio de subsidia-
riedad en el 4mbito comunitario se establecerfa en 1984 en el conocido como Proyecto Spinelli. Sin
embargo conviene reflejar que, otros autores opinan que se introdujo en 1987 cuando el Acta Unica
Europea en 1987 revisé los Tratados de Roma, ya que en su articulo 130R,4 menciona implicita-
mente el principio de subsidiariedad.

19 Se debe hacer referencia al acuerdo interinstitucional adoptado el 17 de noviembre en 1993
que establece las obligaciones especificas en materia de subsidiariedad. DO C329 de 6 de diciembre
de 1993, p. 132.
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tres instituciones de mayor relevancia de la Unidn. El objetivo de este acuerdo
consistia en regular mediante procedimientos de aplicacién del principio de
subsidiariedad, las particularidades de las competencias transferidas por los
Tratados, fijando las lineas directrices de aplicacién del principio de subsidia-
riedad, lo que sin duda precisaba las posiciones de las diferentes instituciones
en la estructura de la Unién en relacién al principio enunciado.

En el transcurso de los afios 1994, 1995 y 1996 y concretamente en la
Resolucién de 13 de mayo de 1997, los informes de la Comisién relativos a la
aplicacién del principio de subsidiariedad hicieron hincapié en su cardcter vin-
culante con rango constitucional y por ello sujeto a la interpretacién del Tribu-
nal; si bien como advierte la citada Resolucidn, la aplicacién del principio de
subsidiariedad no deberfa obstaculizar el legitimo ejercicio de las atribuciones
de la Unién.

Sin embargo, es fundamentalmente en 1997 con la firma del Tratado de
Amsterdam y la incorporacién del Protocolo para la aplicacién del principio
de subsidiariedad y proporcionalidad, que bdsicamente recogfa las lineas direc-
trices del acuerdo mencionado, cuando se inicia, timidamente, la aplicacién
del principio de subsidiariedad como mecanismo de control. No es casualidad
que precisamente en este Tratado se incorpore un Protocolo especifico sobre
el cometido de los Parlamentos nacionales en la Unién Europea, puesto que
el principio de subsidiariedad ha ido ocupando un lugar cada vez mds impor-
tante en el debate sobre la reforma institucional de la Unién Europea, desde
principio inspirador, principio exigible o como instrumento de control, hasta
desembocar en 2004 en el proyecto de Tratado Constitucional que dio entrada
por primera vez, a los parlamentos estatales y regionales en la fase inicial del
proceso legislativo europeo en el control preventivo del principio de subsidia-
riedad y como mecanismo de participacién de los Parlamentos.

Como venfamos manteniendo, el Tratado de Lisboa®® introduce el proce-
dimiento de alerta temprana, early warning®!, que constituye un mecanismo
original que, vinculado al principio de subsidiariedad y proporcionalidad, por
primera vez asocia o introduce la actuacién de los Parlamentos Nacionales
en el proceso decisorio de la legislacién; es lo que se ha dado en denominar
la fase pre-legislativa, sin duda un momento privilegiado para ejercer una in-
fluencia en las politicas de la Unién. El Protocolo anexado al Tratado, junto
con otro relativo al cometido de los Parlamentos nacionales en el proceso de-
cisorio, responde al requerimiento de Niza y Lacken de clarificar la funcién de

20 Es en el frustrado Tratado por el que se establecfa una Constitucién para Europa, donde

se regula por primera vez el mecanismo de participacién directa de los Parlamentos nacionales. Al
respecto Véase FERRER MARTIN DE VIDALES, C., Los parlamentos nacionales en la Unidn Europea tras
el Tratado de Lisboa. Jean Monnet y Robert Schuman Paper Series, Vol. 8, n.c 16. Agosto 2008,
pp. 9-12.

2L Como nos recuerda Ifiigo MENDEZ DE ViGo, presidente del Grupo IV dedicado a estudiar
la aplicacién del principio de subsidiariedad, tres fueron las premisas de oro desde las que partié la
discusién sobre la aplicacién del principio de subsidiariedad y la intervencién de los Parlamentos
nacionales: no crear una nueva institucién, no entorpecer ni bloquear el proceso legislativo y crear
un sistema fdcilmente comprensible. As{ surge el mecanismo de alerta temprana.
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los Parlamentos nacionales en la estructura comunitaria, y reclama un mayor
control democrdtico de la toma de decisiones dentro de la Unién. Desde esta
perspectiva parece que la Unién Europea, con la intencién de paliar el déficit
democrdtico, ha optado por reforzar el papel de los parlamentos nacionales en
el procedimiento legislativo comunitario antes que decidirse por un reforza-
miento claro del Parlamento Europeo®.

El mecanismo de alerta temprana puede ser definido como una modifica-
cién en el procedimiento legislativo que, como consecuencia o justificacién de
la aplicacién del principio de subsidiariedad, transforma el procedimiento de
la tramitacién parlamentaria europea.

El Tratado de Lisboa desarrolla un control politico del principio de subsi-
diariedad ex-ante, a través del sistema de alerta temprana y un control judicial
ex-post. Bdsicamente, el Protocolo anejo al Tratado establece que la Comisién
deberd remitir sus proyectos de actos legislativos a los Parlamentos naciona-
les de los Estados miembros, motivdndolos en relacién con los principios de
subsidiariedad y proporcionalidad. Los Parlamentos tienen un plazo de ocho
semanas para aplicar el sistema de alerta temprana y emitir un dictamen moti-
vado que exponga las razones por las que la propuesta de la Comisién vulnera
el principio de subsidiariedad; cuando los dictdmenes motivados que se remi-
tan representen al menos un tercio del total de los votos atribuidos a los Par-
lamentos nacionales —cada Parlamento dispone de dos votos—, la Comisién
estd obligada a volver a estudiar su propuesta.

Tal y como pone de manifiesto el Informe Legislar mejor 200723, desde
septiembre de 2006 la Comisién ha transmitido nuevas propuestas legislativas
a los Parlamentos nacionales invitdndoles a expresar su opinién y, aunque este
intercambio abarca mucho mds que la aplicacién de los principios de subsi-
diariedad y proporcionalidad, muchos de los comentarios recibidos** de los
Parlamentos nacionales, se refieren a estos principios?’. En diciembre 2007, la
Comisién habia recibido 166 dictdmenes de 25 parlamentos nacionales de 19
Estados miembros en relacién con 86 textos de la Comisidn, si bien, lamenta-
blemente, Espana no participé en ninguno.

Desde el afio 1992 hasta finales del afio 2007 y algunos en la actualidad,
han sido muchos los parlamentos estatales que han articulado mecanismos de

22 SANTALO 1 BURRULL, Los parlamentos regionales en la construccién europea como instancia le-

gislativa mds proxima a los ciudadanos, p. 9. Ponencia presentada a las jornadas sobre Parlamentos y
déficit democrdtico en Europa: El papel de los Parlamentos Regionales. 2005 wwuw. fiundaciongime-
nezabad.es.

2 Bruselas 26.09.2008 COM (2008) 586 final, p. 3.

24 La Comisién ha establecido desde 2006 un procedimiento para responder a los dictdmenes
que se han planteado. En funcién de estos procedimientos el niimero de dictdmenes emitidos ha ido
evolucionando pasando de 53 en 2006, a 115 en 2007 y, 200 en 2008. «Una agenda de los ciudadanos
- Logrando resultados para Europa» COM (2006) 211 DE 10.05.2006.

2 En el informe Legislar Mejor de 2006 Bruselas 6.6.2007 COM (2007)286 final. SEC
(2007)737 se refleja en un grafica el aumento de informacién desde la Comisién a los a los Parla-
mentos nacionales desde 1993 hasta 2006. En 2006 se envian 106 informes, 217 comunicaciones,
10 libros verdes y 2 libros blancos.
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participacién e incluso de relacién entre el Parlamento Europeo y los Parla-
mentos nacionales, corresponde ahora analizar cuales han sido las modifica-
ciones adoptadas en el Parlamento Espafol y el procedimiento de actuacién
que se ha aprobado para permitir la ejecucién efectiva del mecanismo de alerta
temprana.

III. EL PAPEL DE LOS PARLAMENTOS NACIONALES EN LA
INTEGRACION EUROPEA TRAS LA ENTRADA EN VIGOR )
DEL TRATADO DE LISBOA. MECANISMOS DE COOPERACION

3.1. La participacién de los Parlamentos en la construccién Europea.
El Parlamento Espaifiol

Del andlisis realizado hasta el momento podemos deducir sin demasiada
dificultad que, aunque en los origenes de la Unién la toma de decisiones proce-
dia casi exclusivamente de los gobiernos de los Estados miembros, progresiva-
mente, el peso especifico del Parlamento Europeo en la consolidacién politica
de la Unién ha sido cada vez mayor, y los mecanismos de cooperacién con los
Parlamentos nacionales han ido en aumento.

La entrada en vigor del Tratado de Lisboa refuerza significativamente las
funciones de los parlamentos naciones, ampliando su dmbito de intervencién.
Un documento de trabajo del Parlamento Europeo?® advertfa en junio de 1993
la pérdida de competencias de los Parlamentos de los Estados Miembros en
tres momentos: el primero, por el sistema de formacién del derecho comunita-
rio originario, que impedia participar en el proceso de decisiones politicas; en
segundo lugar, por la formacién del sistema de derecho derivado que quedaba
en manos de la COREPER y por dltimo, por la mecdnica de elaboracién de las
normas internas de transposicién y desarrollo del derecho comunitario. En la
actualidad quizds podriamos hablar de un proceso de recuperacién, o cuanto
menos de nueva implicacién de los Parlamentos, tanto Europeo como nacio-
nales, en el sistema institucional de la Unidn; una primera iniciativa fruto de
afios de esfuerzo”, como hemos dejado constancia en epigrafes previos, para
que los Parlamentos adquieran nuevas competencias que permitan asumir el
papel que les corresponde como 6rganos representativos por excelencia. En
esta misma linea conviene matizar que el mecanismo de alerta temprana no
es s6lo un mecanismo que permita participar a los Parlamentos en la fase pre-

26 GIL-RoBLES CASANUEVA, L., Las relaciones entre el Parlamento Europeo, los parlamentos nacio-

nales y los parlamentos regionales, pp. 312-322. Los Parlamentos de Europa y el Parlamento Europeo.
GIL-RoBLES GIL-DELGADO, J. M. Cyan. 1997.

¥ En su Resolucién de 7 de febrero de 2002, el Parlamento Europeo expresé la importancia
de los Parlamentos nacionales en la construccién politica de la Unidn afirmando que el Parlamento
Europeo no era el representante exclusivo de los ciudadanos de la Unidn, ni el tnico garante de la
democracia, por lo que los Parlamentos nacionales tenfan una funcién propia en la construccién
Europea. DOC (2001/2023(INI)).
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legislativa en aras al control del principio de subsidiariedad; el mecanismo de
alerta temprana cumple una doble funcién al incrementar, también, la in-
fluencia y control sobre los gobiernos de cada Estado miembro en el desarrollo
legislativo de las politicas de la Unién.

Sin duda, el Parlamento Europeo es el gran beneficiado en el Tratado de
Lisboa, si el Tratado de Niza reforzaba los poderes del Consejo, el Tratado de
Lisboa establece un equilibrio entre las instituciones de la Unién mediante la
asignacién de «nuevas» competencias y funciones al Parlamento.

Las novedades mds relevantes que aporta el texto a la cuestién competencial
es la clasificacién de las competencias (arts. I-12) que se articulan ahora en tres
tipologfas: exclusivas, compartidas y de apoyo, coordinacion o complemento. En
funcién de lo prescrito por el Art. 2C son competencias compartidas: mercado
interior; politica social; cohesién econdmica social y territorial; agricultura,
pesca y conservaciéon de recursos marinos; medio ambiente; la proteccién de
los consumidores; los transportes; las redes transeuropeas; la energia; el espacio
de libertad, seguridad y justicia; y, los asuntos comunes de seguridad en mate-
ria de salud publica. Clasificacién que evidentemente afectard a la aplicacién
del principio de subsidiariedad, asi como a los dmbitos de intervencién del
Parlamento en el procedimiento de codecisién.

En referencia a las funciones del Parlamento Europeo, el articulo 14 del
Tratado de Lisboa proclama: «El Parlamento Europeo ejercerd conjuntamen-
te con el Consejo, la funcidn legislativa y la funcién presupuestaria. Ejercerd
funciones de control politico y consultivas, en las condiciones establecidas en
los Tratados». En realidad el Tratado confiere al Parlamento las funciones que
en el esquema parlamentario han sido tradicionalmente asignadas a los Parla-
mentos: funcién legislativa, presupuestaria y de control, si bien, en este caso,
las ejerce conjuntamente con el Consejo. Sin duda supone un paso més en la
determinacidén del papel del Parlamento que convendrd ir matizando a medida
que se consolide la Unidn politica Europea; y todo parece indicar que pasard
por reforzar el papel de los Parlamentos nacionales en la Unidn.

En referencia a la actuacién de los Parlamentos nacionales, el articulo 12
del Tratado de Lisboa expresamente sostiene:

«Los parlamentos nacionales contribuirdn activamente al buen funciona-
miento de la Unidn, para lo cual:

a) Serdn informados por las instituciones de la Unién y recibirdn notifica-
cién de los proyectos de actos legislativos de la Unién de conformidad
con el Protocolo sobre el cometido de los Parlamentos nacionales de la
Unién Europea.

b) Velardn por que se respete el principio de subsidiariedad de confor-
midad con los procedimientos establecidos en el Protocolo sobre la
aplicacién de los principios de subsidiariedad y proporcionalidad.

¢) Participardn en el marco del espacio de libertad, seguridad y justicia,
en los mecanismos de aplicacién de las politicas de la Unién en dicho
espacio, de conformidad con el articulo 70 del Tratado de Funciona-
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miento de la Unién Europea, y estardn asociados al control politico de
Europol y a la evaluacién de las acciones del Eurojust, de conformidad
con los articulos 88 y 85 de dicho Tratado.

d) Participardn en los procedimientos de revisién de los Tratados de con-
formidad con el articulo 48 del presente Tratado.

e) Serdn informados de las solicitudes de adhesién a la Unién, de confor-
midad con el articulo 49 del presente Tratado.

f) Participardn activamente en la cooperaciéon interparlamentaria entre
los Parlamentos nacionales y con el Parlamento Europeo, de conformi-
dad con el Protocolo sobre cometidos de los Parlamentos nacionales de
la Unién European.

Ahondando en las funciones asignadas en el Tratado al Parlamento, el Pro-
tocolo anejo sobre el cometido de los Parlamentos nacionales en la Unién
Europea, establece con claridad la intencién de la Unién cuando sostiene que
«deseando impulsar una mayor participacién de los Parlamentos nacionales,
incrementa su capacidad para manifestar su opinién sobre los proyectos legis-
lativos de la Unién Europear. El articulo 1 del Tratado dispone que la Comi-
sién transmitird a los Parlamentos nacionales el programa legislativo actual, as
como cualquier otro instrumento de programacién legislativa, incluyendo los
actos legislativos?®, o estrategia politica a los Parlamentos nacionales, lo que
permite que los Parlamentos nacionales puedan examinar las propuestas legis-
lativas antes de que se pronuncien las instituciones de la Unién. Si bien tal y
como dispone el propio Protocolo, el control de la actuacién de los Gobierno
de cada Estado miembro corresponderd a cada Parlamento nacional, aunque
indudablemente la informacién contribuird al correcto ejercicio del control.

3.2. Las vias de cooperacién interparlamentaria

También se ocupa el Protocolo de las necesarias vias de cooperacién parla-
mentaria que refuerzan la dimensién parlamentaria de la Unién favoreciendo
la comunicacién entre el Parlamento Europeo y los parlamentos nacionales y
entre estos entre sf, ampliando no sélo el control democritico sino la rendicién
de cuentas sobre las decisiones en el 4mbito de la Unién Europea y garantizan-
do una mayor transparencia y apertura en la toma de decisiones. El objetivo
es sin duda mejorar la legitimidad democrdtica y la calidad y la eficiencia del
proceso legislativo en el nivel de la Unién Europea, pero también que los Par-

28 MANGAS MARTIN, A., Algunos aspectos del derecho derivado en el Tratado de Lishoa: Categorizacion

de los actos, indeterminacion de los tipos de actos, bases juridicas y jerarquia. Revista General de Derecho
Europeo, n.° 18 (2009) lustel, pp. 1-32. Tal y como dispone la autora, el Tratado de Lisboa introdu-
ce una serie de cambios que afectan al derecho derivado. Tales cambios estdn basados en la distincién
entre dos categorfas de actos en funcién del procedimiento de adopcién: actos legislativos y actos
no legislativos. El Tratado de Lisboa proclama que son actos legislativos los adoptados mediante un
procedimiento legislativo, ya sea ordinario, ya sea especial (articulo 289.3 TFUE).
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lamentos nacionales puedan dar respuestas coordinadas ante las cuestiones que
se deciden con cardcter intergubernamental en el seno del Consejo.

Sobre la base de la complementariedad de las responsabilidades del Parla-
mento Europeo y los Parlamentos nacionales, el objetivo del Parlamento Eu-
ropeo es el desarrollo de redes superpuestas con el fin de promover un mayor
control, manejando con eficacia los vinculos con los parlamentos nacionales.
Se trata de obtener una informacién de calidad en el plazo mds breve posible.

A tenor de lo expuesto es evidente que el Protocolo anexo al Tratado de Lis-
boa aumenta los mecanismos de informacién permitiendo que ésta fluya sin
la intervencién de los Gobiernos; comunicacién de Parlamento a Parlamento,
permitiendo, o cuanto menos favoreciendo, que los Parlamentos nacionales
puedan participar en la programacién legislativa desde el primer momento.
Ahora bien, aunque se garantiza la obtencién de informacién, dependerd de
cada Estado miembro que realmente se cumplan los objetivos marcados como
meta en el Tratado de Lisboa; la préctica parlamentaria y los mecanismos que
se regulen deben permitir que los Parlamentos puedan realizar eficazmente
las funciones encomendadas en el Tratado y, que la informacién obtenida sea
utilizada con la intencién de controlar al Gobierno influyendo en la construc-
cién comunitaria. Este hecho convierte en determinante el andlisis de los me-
canismos adoptados en cada Estado miembro, y el tratamiento que la préctica
parlamentaria confiera a la informacién que se remita al parlamento desde la
Unién Europea, asi como la que envien y compartan los diferentes Parlamen-
tos nacionales en aras al principio de cooperacién interparlamentaria.

Hasta hoy los mecanismos de cooperacién entre el Parlamento Europeo y
el Parlamento nacional se ha materializado sobre tres vias: la Conferencia de
érganos especializados en asuntos parlamentarios (COSAC), la Conferencia
de Presidentes y el Centro Europeo de Investigacién y Documentacién parla-
mentaria (ECPRD).

En 1989 en una reunién que tuvo lugar en Madrid, los Presidentes de
los Parlamentos de los Estados miembros, con la intencién de fortalecer el
papel de los Parlamentos nacionales en relacién a los asuntos de la Unién,
decidieron constituir la Conferencia de Presidentes. La idea era formar un
érgano compuesto por miembros de los parlamentos especializados en asuntos
europeos, con la intencién de constituir el foro que permitiera debatir cues-
tiones de interés comun. La COSAC es pues, un érgano de cooperacién en
el que estdn representadas las comisiones de los Parlamentos nacionales de los
Estados miembros especializadas en los asuntos comunitarios, y el Parlamento
Europeo. La COSAC congrega en cada reunién bianual, a seis representantes
de cada Parlamento nacional de los Estados miembros y seis miembros del
Parlamento Europeo, entre ellos, los dos vicepresidentes encargados de las re-
laciones con los Parlamentos nacionales. La primera reunién formal de éste
érgano tuvo lugar el 16 y 17 de Noviembre de 1989; el objeto principal se
centré un tema de completa actualidad, analizar las vias para incrementar el
control parlamentario sobre los asuntos de la Unién Europea.
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En las reuniones del COSAC y asi lo reflejan sus informes se han analizado
tanto los asuntos de mayor relevancia en la agenda europea, que después han
venido a regular los Tratados, como la estrategia en la construccién politica
Europea. En la determinacién del objeto del COSAC, tres son quizds los mo-
mentos que vienen a consolidar su funcién y en consecuencia de mayor tras-
cendencia®. El primero en 1996 donde tras la celebracién de la XVI reunién
se concluye que el propio COSAC es una férmula ttil para mejorar las rela-
ciones entre el Parlamento Europeo y los Parlamentos nacionales. En segundo
lugar en 1997 cuando el Tratado de Amsterdam regula este érgano y posibilita
que sea éste quien realice un examen de la legislacién de la Unién Europea
confiriendo la posibilidad de que emita un dictamen en relacién al principio
de subsidiariedad. Finalmente en el afio 2002, tras la celebracién de la XXVI
reunién de éste 6rgano donde se define el rol del COSAC como el ente que
asiste a los Parlamentos nacionales con la intencién de mejorar su efectividad
en asuntos sobre la Unién Europea, especialmente en lo que se refiere al con-
trol de las actividades de los gobiernos de los Estados miembros, compartiendo
la informacién y las mejores précticas que afecten a estos temas.

Desde su creacién en 1989 la COSAC ha evolucionado considerablemen-
te, pasando de ser un simple foro de intercambio de informacién, a ser una
representacién reconocida de los Parlamentos nacionales al nivel de la Unién
Europea, funcién que regula el articulo 10 del Tratado de Lisboa.

A pesar de que no se menciona expresamente en el Protocolo, la Confe-
rencia de Presidentes es el 6rgano competente para todos los asuntos propios
de las relaciones con los Parlamentos nacionales de los Estados miembros; es,
en definitiva, el érgano encargado de promover la cooperacién interparlamen-
taria. El Parlamento Europeo informa regularmente de sus actividades a los
Parlamentos nacionales de los Estados miembros y se producen con regulari-
dad reuniones con miembros de los Parlamentos nacionales para intercambiar
puntos de vista sobre las propuestas legislativas presentadas por la Comisién.

Importante en la cooperacién es sin duda la informacién y por ello y con
el fin de cumplir las tareas encomendadas, en 1977 los Presidentes de los Par-
lamentos nacionales de la Unién solicitaron la creacién de un centro de docu-
mentacién que pudiera ser dtil en las relaciones de cooperacién interparlamen-
taria permitiendo el intercambio de informacién, con esta idea se concibe la
creacién del Centro de Documentacién (ECPRD), cuyos objetivos a los largo
de lo afos se han ido consolidando; son funciones del ECPRD: promover el
intercambio de informaciones, ideas y experiencias sobre asuntos de interés
comun para el Parlamento Europeo y los Parlamentos nacionales; reforzar la
estrecha cooperacién existente entre los servicios de investigacién y documen-
tacién de los Parlamentos miembros en todos los 4émbitos de la informacién; y
recoger, intercambiar y difundir los estudios elaborados por los servicios par-
lamentarios.

2 En la pdgina web del COSAC se encuentra un interesante andlisis y resumen
de todas las reuniones celebradas por el COSAC hasta la actualidad.


http://www.cosac.eu/
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La ampliacién de la Unién asi como el incremento de su actividad par-
lamentaria ha provocado un importante crecimiento que ha dado lugar, en
octubre de 20083°, a la creacién del IPEX. El IPEX es un sistema dindmico
en construccién, una plataforma de intercambio electrénico de informacién
parlamentaria cuya finalidad es ofrecer una base de datos que contiene no
s6lo documentos parlamentarios que concierne a la Unién Europea, también
cualesquiera otros documentos que procedan de los Parlamentos nacionales en
referencia a los asuntos europeos.

Consultando los documentos del IPEX los usuarios pueden obtener im-
portante informacién sin demora de tiempo, unas horas después de que las
iniciativas sean votadas se han incluido en la web, pueden concernir a acuerdos
de las instituciones de la Unidn, opiniones de los parlamentarios, acuerdos de
los Parlamentos nacionales de la Unién o de sus gobiernos, propuestas especi-
ficas... Sin duda el IPEX aumentard los cauces de informacién, mejorando la
comunicacién a través del uso de las TIC;s.

La informacién es, indudablemente, el requisito imprescindible para el
ejercicio de la funcién de control; los medios empleados hasta el momento
por las instituciones comunitarias favorecen el intercambio de informacién y
la comunicacién interparlamentaria, sélo resta entonces que los parlamentos
nacionales y el propio parlamento Europeo asuman su papel.

IV. EL PARLAMENTO ESPANOL Y EL TRATADO DE LISBOA. LA
ADAPTACION DE LAS CORTES GENERALES A LOS NUEVOS
MECANISMOS DE PARTICIPACION EUROPEA

Tras la entrada en vigor del Tratado de Lisboa, las Cdmaras de los Parlamentos
de los Estados miembros deben articular mecanismos que permitan llevar a cabo
las nuevas funciones encomendadas. Bien es cierto que el derecho comunitario no
exige una medida concreta, y por ello corresponde a los ordenamientos internos
regular el mecanismo que permita el tratamiento oportuno de la informacién de
dmbito comunitario, para iniciar las actuaciones que estimen oportuno en funcién
de las competencias reconocidas a los Parlamentos en el Tratado de Lisboa.

El mecanismo de alerta temprana supone un reto para Espafna. La entrada
en vigor del Tratado de Lisboa exige reformas legislativas importantes y en el
aspecto material estas puede ser, como bien expone Martin y Pérez de Nancla-
res, una oportunidad para reflexionar y replantear el sistema de participacién
de Espafa en la Unién Europea. Como bien sefala Xucla i Costa: «Debemos
reconocer que Espafa es un pais de dimensién importante, un pais de los gran-
des dentro de la Unién Europea, pero estd a la cola en cuanto a la elaboracién
de los mecanismos de participacién de la alerta temprana.» 3!

30 www.ipex.eu/.
31 B.O.C.G. Comisiones Mixtas. Sesién ndm. 24. Afio 2007. Num 118. VIII Legislatura.
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Dado que el Tratado establecia una posicién abierta en la organizacién in-
terna del trabajo parlamentario se plantean diferentes opciones, si bien existia
un acuerdo generalizado en que el érgano al que se asignasen las funciones
reguladas en el Tratado, debiera cumplir al menos cuatro requisitos: en primer
lugar, estar familiarizado con los temas europeos; en segundo lugar, que tuvie-
ra cierta capacidad de debate técnico juridico para permitir la fiscalizacién de
los elementos de suficiencia y eficiencia de la subsidiariedad; en tercer lugar,
que fuera un érgano dgil que permitiera el cumplimiento de los plazos y, por
ultimo, con conexién con las dos Cdmaras para que ambas se pronunciaran.
El 6rgano que reunia los elementos expresados era la Comisién Mixta para
asuntos de la Unién Europea

Era evidente que la Comisién Mixta para asuntos de la Unién Europea
era el érgano idéneo que reunia los requisitos expresados y, tras la aprobacién
por asentimiento del informe elaborado por el grupo de trabajo creado en el
seno de la Comisién para que estudie la aplicacién por las Cortes Generales
del sistema de alerta temprana previsto en el protocolo de subsidiariedad que
acompafia al Tratado de Lisboa??, se decidié que la Comisién Mixta para asun-
tos de la Unién Europea continuarfa siendo el érgano parlamentario espafiol
que centraliza y centralizaria toda la informacién referente al 4mbito europeo,
organizando mediante la aprobacién de la Ley 24/2009 de 22 de diciembre su
tratamiento oportuno.

A nuestro juicio, las importantes funciones que se han conferido a la Co-
misién Mixta requieren que sean asignados los medios técnicos necesarios para
el cumplimiento eficaz de su funcién. La actividad legislativa o cuanto menos
la actividad documental de la Unién Europea justifica la ampliacién o mayor
dotacién de medios técnicos y humanos que los que dispone en la actualidad
la Comisién Mixta para la Unién Europea. No sélo se trata de permitir la ac-
tividad de la comisién sino de responder a la responsabilidad como érgano de
la Unién Europea.

4.1. La Comisién Mixta de asuntos para la Unién Europea.
Antecedentes y evolucién

Llegados a este punto creemos conveniente recordar los antecedentes cuan-
to menos peculiares, de creacién de la Comisién Mixta de Asuntos para la
Unién Europea. La adhesién de Espafa a la Unién Europea en 1986, en aquel
momento Comunidad Europea, planteé la necesidad de crear un 6rgano que
diera respuesta a la pérdida de competencias que suponia para las Cortes Ge-
nerales la integracién comunitaria®®. Con este nuevo érgano, las Cortes Gene-

32 B.O.C.G. Comisiones Mixtas, Nim. 118. Sesién Num. 24, 18 de diciembre de 2007.

3 Es cierto que los primeros intentos de constituir un érgano parlamentario que controlase
la politica comunitaria podemos establecerlos en torno a 1980, pero también que no se obtendrén
resultados concretos hasta la fecha de la adhesion de Espafa a la Comunidad.
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rales desgajaban del dmbito de las comisiones de asuntos exteriores de ambas
Cédmaras las cuestiones relacionadas con las Comunidades Europeas, ya que
fueron éstas las que se ocuparon del proceso de negociacién vy ratificacién del
Tratado de adhesién?, y se conferfa a la nueva Comisién Mixta amplios pode-
res en relacién a los asuntos comunitarios.

El procedimiento de creacién de la Comisién Mixta para las Comunidades
Europeas, como ya hemos tenido ocasién de analizar®®, nace en razén de lo
dispuesto en articulo 5 de la Ley 47/1985 de la Ley de Bases de Delegacién
del Gobierno para la Aplicacién del Derecho de las Comunidades Europeas.
Resulta cuanto menos sorprendente que la Comisién Mixta la cree el Gobier-
no mediante proyecto de ley y no el Congreso o el Senado mediante propo-
sicién de ley y modificacién del Reglamento del Congreso o los Reglamentos
de ambas cdmaras. Sélo se entiende este hecho si tenemos en cuenta que el
Gobierno la crea a la vez que pide a las Cortes delegacién para la aplicacién
del Derecho de las CCEE, que constitufa el acervo comunitario no asumido
aun. La Comisién Mixta nace por ello, indirectamente, a través de disposi-
cién normativa.

En sus origenes la Comisién Mixta tenfa entre sus fines: conocer tras su
publicacidn, a los efectos del articulo 82.6 Constitucién espafiola, los decre-
tos legislativos emitidos en aplicacién el derecho derivado comunitario; ser
informada por el Gobierno de los proyectos normativos de las Comunidades
Europeas que puedan afectar a materias sometidas a reserva de ley en Espana;
recibir del Gobierno la informacién que obre en su poder sobre las actividades
de las instituciones de las Comunidades Europeas respecto a la aplicacién y
puesta en prictica de la adhesién de Espafa a las mismas; y el deber de ser
informada por el Gobierno de las lineas inspiradoras de su politica en el seno
de las Comunidades Europeas. Toda vez que trasladaria a cada comisién de las
Cédmaras, que fueren competentes por razén de la materia, las conclusiones
que ésta hubiera elaborado. Igualmente, la Comisién Mixta podria elevar a
ambas Cdmaras al comienzo de cada periodo de sesiones, un informe sobre las
actuaciones realizadas en el periodo inmediato anterior.

En definitiva, podemos mantener que tenia por finalidad una doble mi-
sién. Por un lado el control de la legislacién delegada al Gobierno para ade-
cuar nuestro ordenamiento al acervo comunitario; de otro, el control de la
politica comunitaria del Gobierno. En referencia a este segundo aspecto re-
sulta cuanto menos peculiar que el control de los asuntos comunitarios, a
diferencia de los considerados como de «politica exterior» que requieren la
intervencién de las Cortes y se centran fundamentalmente en la autorizacién
o ratificacién de los Tratados, el control sea realizado por una comisién y
utilizando los mismos instrumentos de control que para cualesquiera otra de

34 ViciaNo PasToR, R., La Comisidn Mixta para la Unidn Europea: Lz/go mds que un mero instru-

mento de control parlamentario. Parlamento y Constitucién. Anuario n.° 3, 1999, p. 70.
% ViLa Ramos, B., Los sistemas de comisiones parlamentarias. Centro de Estudios Polticos y
Constitucionales. Madrid 2004, pp. 268-276.
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las politicas gestionadas por el Gobierno. Quizds este hecho justifique porqué
en el dmbito del control al ejecutivo la Comisién no obtuvo los resultados
esperados.

En cualquier caso, las modificaciones que sufre el funcionamiento y orga-
nizacién de la Comisién Mixta mediante la aprobacién de Ley 18/1988 de 1
de julio y de la Ley 8/1994 de 19 de Mayo, adaptan las competencias de la
Comisién a los distintos Tratados, fundamentalmente al Tratado de la Unién
Europea que singulariza y fortalece el papel de los Parlamentos nacionales en
el proceso de construccién politica europea. En esencia, las modificaciones se
refieren al nimero de miembros, al sistema de votacidn, que pasé a ser ponde-
rado, y la adicién de «deberd ser informada por el Gobierno de las decisiones y
acuerdos del Consejo de Ministros de las Comunidades Europeas». En cuanto
a los cambios de la Ley 8/1994 puede decirse que fueron de gran significado
por cuanto que empieza a regular un incipiente control ex-ante y precisando
los mds amplios poderes de informacién: recibe la informacién con suficiente
antelacién como para que pueda ser evaluada; celebra debates sobre propues-
tas legislativas concretas; tiene capacidad para solicitar la comparecencia del
Gobierno para que de cuentas de la tramitacién y resultados de una iniciativa
legislativa concreta; elabora informes; establece relaciones de cooperacién con
érganos de los restantes parlamentos y mantiene relaciones de reciproca infor-
macién y colaboracién con las comisiones existentes que tengan competencias
similares.

Analizando el funcionamiento de la comisién y a pesar de los esfuerzos
de algunos de los parlamentarios que la integran, coincidimos con Bueno y
Vicente * en que la ley creé una Comisién Mixta con escaso poder de infor-
macidn, procedimientos de actuacién poco dgiles y con una débil capacidad
parlamentaria para controlar al Gobierno y para participar en la formacién del
Derecho comunitario. El autor mantiene, que una de las causas ha podido ser
que los grupos parlamentarios no parecfan estar especialmente interesados en
la actividad comunitaria. Otra, el desconocimiento de la politica comunitaria
por parte del Parlamento espafiol de aquella época. El interés de los grupos
y miembros se activa ligeramente en la IV Legislatura en la que ya participa
con mds profusién el mayor grupo de la oposicién —el GPD, heredero del
GPCP—, principalmente con las intervenciones de la diputada Tocino.

En cualquier caso, a nuestro juicio, la Ley 47/85 fue funcionalmente insu-
ficiente y no dispuso de los adecuados recursos procedimentales ni de la infra-
estructura minima. Desde su creacién, la Comisién Mixta como institucidn,
nunca se planted si su normativa reguladora y sus reglas de funcionamiento
eran las correctas. Ningtin grupo parlamentario planted en su seno iniciativas
tendentes a analizar el comportamiento de la Comisién Mixta. Tan solo al final

36 BUENO Y VICENTE, J. M., El control de las Cortes Generales sobre la politica comunitaria y su
participacidn en la formacion del derecho europeo: La Comisidn Mixta Congreso-Senado para la Unidn
Eurapea de 1986 a 2003. Tesis doctoral dirigida por Bafion i Gonzdlez. Universidad Complutense.
Madrid 2005. ISBN 84-669-2820-0.
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de la IV Legislatura, el GPP anuncié que habia presentado una proposicién no
de ley tendente a modificar las funciones y el funcionamiento de la Comisién
Mixta. Esta proposicién serfa el germen de la nueva Ley 8/94, que naceria de
otra proposicién no de ley firmada por todos los grupos parlamentarios. Desde
ese afio de 1994, hasta la reciente aprobacién de le ley 24/2009 de 22 de di-

ciembre, ningdn grupo ha presentado iniciativa alguna para reformar esta ley.

4.2. LalLey24/2009, de 22 de diciembre, por la que se regula la Comisién
Mixta para la Unién Europea

El mecanismo de alerta temprana que regula el Tratado de Lisboa, confiere
a los Parlamentos nacionales de los Estados miembros la potestad de emitir
dictdmenes motivados sobre la aplicacién del principio de subsidiariedad a las
iniciativas legislativas europeas. El objeto de la Ley 24/2009, de 22 de diciem-
bre, es adaptar la Ley 8/1994 por la que se regula la Comisién mixta para la
Unién Europea, a las previsiones contenidas en el Tratado de Lisboa.

En general, las competencias que confiere la Ley 24/2009 a la Comisién
Mixta son las que el propio Tratado atribuye a los Parlamentos nacionales de
los Estados miembros. Esto incluye la iniciativa en el control de subsidiariedad
ex-ante y ex-post, la iniciativa en la revisién simplificada de los Tratados y la
organizacion del sistema de consulta a los Parlamentos regionales, ademds de
aquellas que ya posefa la Comisién, veamos cada una de ellas.

La Ley 24/2009, de 22 de diciembre, atribuye a la Comisién Mixta la po-
testad de emitir, en nombre de las Cortes Generales, dictimenes motivados
sobre la vulneracién del principio de subsidiariedad, sin perjuicio de que los
Plenos del Congreso de los Diputados y el Senado puedan avocar el debate y
votacién del dictamen elaborado por la Comisién Mixta para la Unién Euro-
pea. En este sentido las competencias conferidas a la Comisién son las que el
propio Tratado atribuye a los Parlamentos nacionales. Asi mismo confiere tam-
bién a la Comisién Mixta la potestad de solicitar del Gobierno la interposicién
ante el Tribunal de Justicia de un recurso de anulacién contra una acto legisla-
tivo europeo, control ex-post del que habldbamos en pdginas precedentes, por
infraccién del principio de subsidiariedad; potestad que deberd ejercer —se
refiere s6lo a la capacidad para instar al Gobierno— en el plazo médximo de seis
semanas desde la publicacién oficial del acto legislativo europeo. Es decir, la
iniciativa tanto en el control del principio de subsidiariedad ex-ante como en
el control ex-post son atribuidos a la Comisién Mixta.

Otro de los procedimientos de participacién de los Parlamentos nacionales
en los actos de la Unién Europea que prevé el Tratado de Lisboa son los deno-
minados como revisién simplificada de los Tratados, que permiten la oposicién
a determinadas iniciativas que puede tomar el Consejo Europeo en relacién
con la modificacién de las reglas sobre mayorias y procedimientos para aprobar
actos legislativos. En estos casos, la oposicién de un solo Parlamento impide
que pueda tener efecto la decisién del Consejo de Europa. En Espana y con-
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forme a lo dispuesto en la Ley 24/2009 también corresponderd a la Comisién
Mixta adoptar la iniciativa de propuesta de oposicién, si bien la adopcién del
acuerdo se producird en los Plenos del Congreso y el Senado.

Otra de las novedades que introduce el Protocolo anejo al Tratado de Lis-
boa se refiere a los Parlamentos regionales y contempla la posibilidad de que
los Parlamentos nacionales puedan consultar, en relacién a la vulneracién del
principio de subsidiariedad, a los parlamentos regionales con competencias le-
gislativas. Aunque nos referiremos con mayor detalle a esta cuestién, conviene
precisar que la Ley 24/2009 regula también el procedimiento que se adoptard
en Espana para que los Parlamentos regionales intervengan en materias de su
competencia, en el control del principio de subsidiariedad.

El sistema de consulta, que fue objeto de debate en el seno del grupo de tra-
bajo creado en el Congreso de los Diputados y al que nos hemos referido con
anterioridad, opté por remitir a todos los Parlamentos de las Comunidades
Auténomas todas las iniciativas legislativas europeas, sin prejuzgar la existencia
de competencias autonémicas afectadas. Para que puedan ser tenidos en cuen-
ta los dictdmenes emitidos por los parlamentos regionales, deberdn remitir su
dictamen a la Comisién en un plazo de cuatro semanas. Si la Comisién apro-
base un dictamen por la vulneracién del principio de subsidiariedad, deberd
incorporar los dictdmenes emitidos y las referencias necesarias para su consulta.
En el caso de no producirse el dictamen en el plazo correspondiente, entende-
mos que la Comisién interpretard que el parlamento regional correspondiente
no encuentra motivos de vulneracién del principio de subsidiariedad en la
propuesta. Podrfamos hablar de una presuncién de validez del acto legislativo
comunitario, a no ser que medie dictamen que justifique el control.

En cualquier caso las modificaciones legislativas sobre la Comisién Mix-
ta pueden no haber concluido. En esta Legislatura el Grupo Parlamentario
Popular ha presentado una proposicién, todavia en tramitacién, pero que en
los debates hasta ahora realizados cuenta con el respaldo de todos los grupos
parlamentarios, que puede modificar de nuevo la Ley 8/1994; la intencién de
la reforma es reforzar el control del Gobierno en sus relaciones con la Unién
Europea y en su proceso de toma de decisiones.

La finalidad de la propuesta la expresa con mayor claridad Soledad Becerril
en el momento de presentar la propuesta: «A raiz de la entrada en vigor del
Tratado de Lisboa hay una nueva Unién Europea, porque hay mds capacidad
para decidir (a lo largo de todo el articulo creemos haber probado que las com-
petencias y el rol conferido a los Parlamentos nacionales con la aprobacién del
Tratado de Lisboa, sittia a éste al nivel del resto de instituciones comunitarias
y «recupera» funciones propias de los Parlamentos, al menos en el esquema
parlamentario)pero a esta comision le falta un aspecto importante que otros
parlamentos ya tienen en sus comisiones para la Unién Europea, que es fun-
damentalmente la labor de control del Gobierno. ;Qué va a hacer el Gobierno
en relacién con un acto legislativo europeo? O, ;Qué piensa hacer o decir el
Gobierno en relacién con un acuerdo marco europeo? O, ;Con un pacto eu-
ropeo? Esto es lo que nosotros queremos darle a esta comisién», la posibilidad
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de estudiar, analizar y estar informados de los asuntos que afecten a la Unién
Europea en relacién con el Estado Espanol.

En esta linea, la proposicién en su articulo 5 dispone: «Con anterioridad a
la celebracién de los Consejos de Ministros de la Unién Europea en sus distin-
tas formaciones, el Ministro competente deberd comparecer ante la Comisién
Mixta para la Unién Europea a los efectos de exponer la posicién politica que
defenderd en relacién con los distintos asuntos incluidos en el orden del dia de
dichos Consejos». Asi mismo, el segundo pdrrafo del articulo 5 dispone: «...
al menos con cuarenta y ocho horas de antelacién a la fecha de celebracién de
dichas comparecencias, el Gobierno deberd remitir a la Comisién Mixta para
la Unién Europea, la dltima versién disponible del orden del dfa junto con una
breve memoria explicativa de cada asunto individual incluido en el mismo».
Por ultimo el articulo 6 establece que: «Al concluir cada Presidencia semestral
de la Unidén Europea los distintos Ministros volverdn a comparecer ante la Co-
misién Mixta para hacer un balance de los resultados obtenidos en los distintos
Consejos de su respectiva competencia celebrados durante dicho semestre».

Cierto es que el propio Reglamento de la Cdmara y la resolucién conjun-
ta de las mesas de Congreso y Senado permiten solicitar la comparecencia,
como en cualquier comisién, de los miembros del Gobierno cuando conside-
ren oportuno, pero se trata de desarrollar una obligacién del Gobierno ante
la Comisién, como si se tratara del propio Parlamento; la intencién de la pro-
puesta no es otra que garantizar un eficaz control parlamentario préximo a la
actividad politica del Gobierno en el seno de la Unién Europea y por ello la
proposicién regula el deber del Gobierno de comparecer periédicamente ante
la Comisién Mixta para informar de aquellas cuestiones que, siendo de interés
para Espafia, debe conocer el érgano de mdxima representacién.

A nuestro juicio el nuevo papel asignado a los Parlamentos en el Tratado
de Lisboa pretende, cuanto menos, limitar el poder del ejecutivo en la toma
de decisiones que afecten a la Unién Europea. Creemos con la mejor doctrina,
que las decisiones sobre Europa no deberfan ser tomadas sélo en el seno del
Gobierno sino conforme a los dictdmenes del Parlamento como érgano de re-
presentacién ciudadana. Cada vez mds, y aunque no queramos darnos cuenta,
las decisiones que se toman en Europa afectan directamente a los ciudadanos y
por ello la intervencién de los Parlamentos es completamente necesaria. Bien
es cierto que no siempre podrd el Gobierno explicar con toda claridad las pos-
turas o estrategias que adoptard, pero en estos supuestos la convocatoria podria
celebrarse sin publicidad o con deber de guardar secreto o a través de cuales-
quiera otros mecanismos que permitan salvaguardar los intereses de Espafia.

La cuestién que queda por dilucidar y que podremos ir estudiando a medida
que la Comisién comience a trabajar en la linea marcada por la Ley 24/2009
es si puede realizar con eficacia las funciones encomendadas. Cierto es que du-
rante estos afos la comisién ha perfeccionado su metodologia de trabajo y sus
competencias, pero también que no ha desarrollado mecanismos que permitan
realizar un eficaz control sobre la actividad del gobierno y que éste trascienda
a los ciudadanos; mecanismo que es habitual en otros paises de la Unién. A



304 Beatriz Vila Ramos

nuestros ojos este control contribuye positivamente al parlamentarismo y al
equilibrio de poderes dentro Gobierno y Parlamento.

Conviene dejar constancia que en la actualidad, los asuntos relativos a la
Unién Europea son una especie de asuntos nacionales multilaterales, pero
como bien recuerda Diez Hochleitner en su comparencia ante el grupo de
estudio, creemos que la ventaja de que intervenga la Comisién mixta redun-
da en el conocimiento del derecho comunitario de la propia comisién y de
las creadas en los parlamentos regionales, puesto que éstas deberdn hacer un
seguimiento exhaustivo y rigurosos de las propuestas de actos legislativos en
el marco de la Unién Europea, lo que sin duda servird para realizar un mayor
control sobre la actividad del gobierno anticipando, con mayor implicacién, la
labor de transposicién de directivas; a la par queremos suponer que elevard la
informacién que el ciudadano medio posee sobre los asuntos de la Unién.

El Parlamento ha designado a la Comisién Mixta como érgano encargado
de centralizar toda la actividad parlamentaria referente a la Unién Europea y
por ello no es una comisién como las demds, deberfa ser mucho mds, deberfa
llegar a ser el 6rgano parlamentario que pretende la regulacién normativa, con-
firiéndole los instrumentos necesarios que hagan posible el cumplimiento de
la funcién de control al ejecutivo y al propio Consejo de la Unidn, en aras al
parlamentarismo que se pretende desarrollar en el funcionamiento de la Unién
Europea.

En la actualidad la Comisién Mixta posee la misma estructura funcional
que el resto de las comisiones de la Cdmara, si bien en previsién del trabajo
que va a desarrollar, a nuestro juicio deberfa ampliarse el ndmero de letrados
adscritos a esa comisién, o cuanto menos dotar de personal especializado en
asuntos para la Unién Europea, lo mismo cabria aplicarse a las comisiones que
necesariamente se han de crear en el 4dmbito de las Comunidades Autonémi-
cas, aunque muchas de ellas ya han sido creadas, fundamentalmente en las
Asambleas que han modificado sus Estatutos en la pasada Legislatura

Llegados a este punto conviene recordar que en la actualidad la intensa
produccién legislativa y documental de la Unién Europea hace extremada-
mente complejo el seguimiento de la actividad comunitaria, mdxime cuando
el fin de esta informacién debe ser también, y como regula el propio Tratado
de Lisboa, de control al ejecutivo. Hemos de tener en cuenta que la Comisién
no sélo deberd analizar la documentacién europea pertinente en cada caso
para el ejercicio de la funcién de control o de colaboracién en la transposicién
de Directivas, sino estudiar y realizar tanto un seguimiento anticipado de los
actos legislativos, al menos los relevantes, como de las propuestas legislativas
que lleguen a la Cdmara y, en el caso de que existan, estudiar los diferentes
dictdmenes que procedan de las Asambleas Legislativas por vulneracién del
principio de subsidiariedad y todo ello, especialmente en los tltimos casos,
con un plazo limitado por el propio Tratado. Todavia no es posible calcular la
carga de trabajo que supondrd para este rgano, pero todo hace pensar que au-
mentard significativamente el volumen de asuntos que trata la Comisién en la
actualidad y, a nuestro juicio, no dotar de medios acordes al trabajo a realizar,
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supone perder una estupenda oportunidad de cara a la construccién politica
europea y del mismo parlamento Espafiol.

V. PARTICIPACION DE LAS REGIONES EN LA CONSTRUCCION
EUROPEA. EL MECANISMO DE PARTICIPACION
DE LAS ASAMBLEAS LEGISLATIVAS EN EL SISTEMA
DE ALERTA TEMPRANA

5.1. Las regiones en la Unién Europea

El tema objeto de andlisis en este articulo no puede concluir sin mencio-
nar, aunque sea brevemente, la realidad regional en el dmbito europeo y sus
implicaciones en la construccién politica, especialmente en el sistema espafiol
donde si cabe, la complejidad derivada del sistema de descentralizacién auto-
némica es todavia mayor, situacién que parece acentuarse desde las tltimas
reformas estatutarias.

Como mantiene la mejor doctrina, las dificultades en los Parlamentos
regionales respecto a su participacién en los asuntos comunitarios se produ-
ce por el hecho de ser Parlamentos y por el hecho de ser regionales. Por el
hecho de ser regionales, porque el primer problema que surge en el contexto
de la Unién Europea al hablar de regiones es la propia definicién de regién,
ya que bajo este concepto nos podemos encontrar desde entes dotados de
autonomia politica y administrativa hasta dmbitos de descentralizacién ad-
ministrativa o simples demarcaciones territoriales’”. Cada uno de los Estados
miembros de la Unién Europea tiene sus propias estructuras internas y su
propia organizacién institucional. No todos estdn organizados territorial-
mente en regiones ni el peso politico-institucional es el mismo en aquellos
Estados en los que existe descentralizacidn territorial. Esta heterogeneidad
ha dado lugar a que hasta hoy la Unién Europea lo haya considerado un
problema ajeno a la Unién y ha sido tratado como un asunto interno de los
Estados miembros.

Por el hecho de ser Parlamentos porque la organizacién institucional de la
Unién Europea y la inercia de relacién entre Estados marcada por el origen
de la Unién ha favorecido que el Consejo se apropie de funciones que nor-
malmente deberfan corresponder a los Parlamentos. Sin embargo no puede
caber duda de que, como sucede en el caso Espafol con las Comunidades
Auténomas, las regiones con competencias legislativas se debieran situar en
una posicién diferenciada del resto de regiones ante la Unidn, pues sélo estas
pueden desarrollar legislativamente la legislacién comunitaria en los asuntos
de su competencia, sin embargo, y a pesar de la adopcién de disposiciones

3 MANCISIDOS ARTARAZ, E., «Parlamentos Autondmicos e integracién europea», Corts. Anuario de
Derecho Parlamentario, n.° 5, 1998, pp. 177-200.
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legislativas al respecto y del desarrollo de la funcién de control e impulso po-
litico en relacién a los fondos estructurales, con cardcter general se han visto
relegadas a un papel secundario’®.

Hasta hoy, la participacién de los parlamentos regionales ha tenido que or-
ganizarse a través de otros érganos, considerados por algunos mds como un lo-
bby* que como érganos necesarios en funcién del Estado compuesto que es la
Unién, potenciando redes de colaboracién regional con el 4dnimo de influir en
las sucesivas Conferencias Intergubernamentales. En este sentido los érganos
que merecen especial mencién en el dmbito europeo son la CALRE*’ (Confe-
rencia de Presidentes de las Asambleas Regionales de Europa) o el NORPEC
(Red de Comisiones de Asuntos Europeos de los Parlamentos regionales), si
bien los acuerdos adoptados en el marco de la CARCE*!' (Conferencia para
asuntos relacionados con la Comunidad Europea) en 2004 han hecho apare-
cer esbozos de cambio en la situacién descrita. Ademds, como recuerda Satalé
i Burrull durante los dltimos afos la necesidad de que los parlamentos re-
gionales europeos puedan participar en las instituciones europeas se ha visto
reflejada en multitud de declaraciones e informes gracias en muchos casos a la
actividad llevada a cabo por la CALRE.

Centrdndonos en la cuestién objeto de andlisis, la necesaria participacién
de los Parlamentos nacionales y regionales en las cuestiones comunitarias, la
falta de participacién regional, se ha relacionado siempre con la debilidad de la
intervencién parlamentaria en los temas europeos y con el déficit democrdtico
de la Unién Europea®. Se suelen esgrimir dos argumentos; en primer lugar se
suele sefialar que competencias que eran estatales han pasado a ser competen-
cias comunitarias, de forma que se ha producido un desapoderamiento de los
Parlamentos nacionales y regionales a favor de las instituciones europeas. El
segundo argumento pone el acento en el método comunitario de adopcién de

3 El Tratado de Lisboa en su versién consolidada publicada el dfa 30 de marzo de 2010 en el

Diario Oficial de la Unién Europea en el articulo 174 dispone que: «A fin de establecer un desa-
rrollo armonioso del conjunto de la Unidn, esta desarrollard y proseguird su accién encaminada a
reforzar su cohesién econdmica, social y territorial. La Unidn se propondrd en particular, reducir las
diferencias entre los niveles de desarrollo de las diversas regiones y el retraso de las regiones menos
favorecidas». En consecuencia no establece diferencias en el 4mbito politico, la dnica referencia
incide en el desarrollo econémico.

3 El hecho de que la CALRE no tenga hoy por hoy, personalidad jurfdica y, por tanto no cuen-
te con una administracién permanente y un presupuesto anual ordinario, le resta efectividad.

4 Si bien es cierto que consta en la documentacién europea una reunién que se produce en el
Parlamento Vasco en 2006.

4 Constituida al amparo de lo previsto en el articulo 4 de la Ley 12/ 1983, de 14 de octubre,
en su reunién de 29 de octubre de 1992 se adopté acuerdo de institucionalizacién, que fue comple-
tado el 14 de junio de 1994 por otro Acuerdo que ampliaba el dmbito temdtico. Quedé finalmente
plasmada y regulada en la Ley 2/1997, de 3 de marzo, a cuyo amparo se aprobé su Reglamento
interno que configura a la CARCE como un érgano de cooperacién, consulta y deliberacién entre
el Estado y las Comunidades Auténomas para articular su participacién efectiva en asuntos comu-
nitarios europeos.

42 AVAREZ PABLOS, A. M.3, «Los parlamentos nacionales en la construccion Europea. La coopera-
cidn de los Parlamentos nacionales y regionales».www.fundaciongimenezabad.es.
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decisiones que produce un desapoderamiento de los Parlamentos nacionales a
favor de sus respectivos Gobiernos

Esto es exactamente lo que ha sucedido en relacién con los Parlamentos
regionales, que se han visto desapoderados primero por el Parlamento y luego
éste por el Gobierno, que toma las decisiones en materias competencia de las
regiones. Creemos que el Tratado de Lisboa ha dado un primer paso «contem-
plando» la cuestién regional al permitir que, cuanto menos, los Parlamentos
regiones intervengan en el control del principio de subsidiariedad en las mate-
rias de su competencia.

El articulo 300 del Tratado de Lisboa reconoce con cardcter de institucién
formal de la Unién Europea al Comité de las Regiones. Efectivamente, el Tra-
tado establece que el Comité de las Regiones es un érgano consultivo de la
Unién y estard integrado por representantes de los entes regionales y locales
que sean titulares de un mandato electoral o local, o que tengan responsabili-
dad politica ante una asamblea elegida.

Asi mismo el Protocolo sobre la aplicacién de los principios de subsidiarie-
dad y proporcionalidad del Tratado de Lisboa abre tres vias de participacién. El
articulo 2 establece que: «Antes de proponer un acto legislativo, la Comisién
procederd a amplias consultas. Estas consultas deberdn tener en cuenta, cuan-
do proceda, la dimensién regional y local de las acciones previstas». En segun-
do lugar y en el mismo sentido el articulo 5 dispone que la ficha evaluativa del
cumplimiento del principio de subsidiariedad y proporcionalidad que deberd
acompanar los proyectos legislativos incluird, cuando proceda, la legislacién
regional. Por dltimo el articulo 6 del mismo Protocolo incluye expresamente
la participacién de los Parlamentos regionales con competencias legislativas en
la elaboracién, en el caso de que proceda, de los dictdmenes sobre vulneracién
de subsidiariedad, si bien establece que serdn los Parlamentos nacionales los
encargados de recabar la informacién.

:Serd cierto que el control de la subsidiariedad ha sido utilizado para forta-
lecer la posicién de las regiones debilitando las fronteras de los Estados de la
Unién? O que quizds, en un futuro préximo ;Se contemple la utilidad de crear
una segunda Cdmara en la Unién Europea, inspirando incluso una reforma
de la segunda Cdmara en Espafa?; en cualquier caso, a estas alturas resulta
evidente que el control de subsidiariedad ha sido utilizado por las regiones de
la Unién Europea, abanderadas por los Linder Alemanes, para fortalecer la
posicién de las regiones en el seno de la Unién*3, veamos como ha influido esta
situacién en el Estado Espafol.

4 GuiLLeMm CARRAU, J., «Nuevos roles de los Parlamentos autonémicos en la integracion europea tras

las reformas estatutarias». Revista Parlamentaria de la Asamblea de Madrid, n.© 20, 2009.
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5.2. Las relaciones entre las Comunidades Auténomas y la Unién
Europea. El proceso de participacién de las Asambleas Legislativas
de las Comunidades Auténomas y el mecanismo de alerta temprana

A pesar del interés que despierta el estudio de las relaciones que estable-
cen o pretenden establecer en la actualidad las Comunidades auténomas con
la Unién Europea, especialmente aquellas que han reflejado con claridad sus
propuestas en los Estatutos modificados en la Legislatura pasada, la limitacién
de este trabajo nos impide entrar en detalle. De todas formas conviene hacer
constar que, aunque a simple vista pudiera parecer que con sus pretensiones
las Comunidades Auténomas inciden en competencias del Estado en lo que se
refiere a materia internacional, lo cierto es que las reivindicaciones autonémi-
cas no estdn exentas de sentido.

El desarrollo del Estado Autonémico al menos en la via de hecho o cuanto
menos la ampliacién de las competencias que se producen a través de leyes de
transferencia y son asumidas definitivamente por las Comunidades Auténomas
en los Estatutos reformados en la Legislatura pasada, pretende formalizar en
derecho el marco de relaciones entre el Estado y las Comunidades Auténomas
fijado, desde el acuerdo politico, y formalizado en las leyes. Desde el punto de
vista constitucional y a los efectos que nos importa analizar en este articulo, se
ha producido también en la actuacién de las Comunidades Auténomas una
«europeizacién» que ha terminado por adquirir sustantividad propia en el De-
recho constitucional. La pregunta que debemos formular es si se ha producido
una europeizacién en los nuevos Estatutos de autonomia y en que medida
responde la regulacién del procedimiento de alerta temprana a las expectativas
de las Comunidades Auténomas.

Cierto es que como pone de manifiesto Medina Guerrero® las relaciones
entre la Unién Europea y las Comunidades Auténomas no podia entenderse
como relaciones internacionales. Sobre esta cuestién ya se habia pronuncia-
do el Tribunal Constitucional en la STC 153/1989 y en la STC 165/1994
que consideré en un dmbito diferenciado las relaciones en y con la Unién
Europea y fuera de ésta, de lo contrario todas las cuestiones relativas al de-
recho comunitario quedarfan reservadas a la potestad del Estado en virtud
de lo dispuesto en el articulo 149.1. 3.2 de la Constitucién. Las sentencias
mencionadas sostienen que lo que ha de entenderse comprendido en el ar-
ticulo 149.1 3.2 son aquellas «materias tan caracteristicas del ordenamiento
internacional como son las relativas a la celebracién de los Tratados, y a la
representacion exterior del Estado, asi como a la creacién de obligaciones
internacionales y a la responsabilidad internacional del Estado». En funcién

44 MEeDINA GUERRERO, M., La internacionalizacién de la Constitucion territorial del Estado Au-

tondmico (La apertura internacional de los nuevos Estatutos de Autonomia). Pp. 13-14. Ponencia pre-

sentada en el Congreso de la Asociacién de Constitucionalistas de Espafia que tuvo lugar en San
Sebastidn dias 4 y 5 de febrero de 2010.
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de este criterio quedaba claro que existia recorrido para las Comunidades
Auténomas en el dmbito europeo.

Como bien refleja el Dictamen de Consejo de Estado toda vez que las aspi-
raciones participativas autonémicas han ido alcanzdndose, es necesario dotar a
esas vias de participacién de un respaldo normativo adecuado. En este sentido
las dltimas reformas de Estatutos de Autonomia incorporan previsiones rela-
tivas a la participacién autonémica en los asuntos relacionados con la Unién
Europea, en la formacién de las posiciones del Estado y en instituciones y
0rganismos europeos.

No cabe duda de que a estas alturas y conforme a la jurisprudencia del Tri-
bunal Constitucional, en la actualidad el modelo autonémico a tenor de su de-
sarrollo competencial, requiere la implicacién de las Comunidades Auténomas
en la ejecucién normativa y administrativa del ordenamiento comunitario. Es
evidente y comprensible que dado que la Constitucién Espafola se aprobé
en 1978, en la distribucién constitucional no hay previsiones especificas para
incorporar y ejecutar normas comunitarias®.

El Tribunal Constitucional ha tenido ocasién de pronunciarse en diversas
ocasiones sobre esta cuestién (SSTC 79/1992 de 28 de mayo, 102/1995 de 26
de junio, 98/2001 de 5 de abril, 38/2002 de 25 de abril y mds recientemente
en 33/2005 de 17 de febrero) y, tal y como sefiala el Dictamen del Consejo
de Estado de 2008, cuando estdn en juego competencias compartidas o con-
currentes entre el Estado y las Comunidades Auténomas, sélo han de tomarse
en consideracién las normas constitucionales y estatutarias de distribucién de
competencias, sin perjuicio de que corresponda al Estado establecer los siste-
mas de coordinacién y cooperacién. Linea que mantiene en el articulo 189.1
del Estatuto de Autonomia de Catalufa cuando dispone: «...La existencia de
una regulacién europea no modifica la distribucién interna de competencias
que establece la Constitucién y el presente Estatuto»®.

Ante esta situacion se hacfa evidente que la mayorfa de las Comunidades
Auténomas procurarian consagrar en sus Estatutos de Autonomia la capacidad
autondémica para estar presentes directamente en los érganos europeos cuando
traten asuntos de su interés. Esta medida no ha llegado a consagrarse comple-
tamente en los nuevos Estatutos salvo en el Estatuto de Castilla y Ledn, cuyo
articulo 63.2 establece expresamente: La Junta de Castilla y Leén propondrd
al Estado la designacién de representantes en el Comité de las Regiones». El
Estatuto Valenciano, aunque en un sentido diferente, contiene una referencia

4 En este sentido conviene recordar con GUILLEM CARRAU, J., Nuevos roles de los Parlamentos

autondmicos en Op. cit., p. 144 que el informe del Consejo de Estado de 2006 apuntaba en primer lu-
gar la modificacién del predmbulo de la Constitucién para hacer mencién al proceso de integracién
comunitaria. En segundo lugar la redaccién del articulo 93 relativo a la ratificacién de los Tratados,
pero también recomendaba la introduccién de un Titulo nuevo a la Constitucién dedicado a la
Unién Europea.

4 Si bien es cierto que parte de la doctrina opina que la regulacién del Estatuto Cataldn en lo
que se refiere al Titulo que regula las relaciones con las instituciones europeas, contiene afirmaciones
que pudieran no respetar las competencias exclusivas del Estado.
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explicita al atribuir al Presidente de la Generalitat la condicién de representan-
te de la Comunidad Valenciana en el Comité de las Regiones®’.

Respecto a esta cuestién conviene resalta que de un modo u otro el resto
de los Estatutos modificados reconoce de un modo u otro esta intencién; el
Estatuto de Catalufa cuando en los articulo 184-186 establece que, en el mar-
co de las relaciones Estado-Unién Europea, la participacién de la Generalitat
en la formacién de las posiciones del Estado, serd «...determinante si afecta a
competencias exclusivas». En el mismo sentido el articulo 213 del Estatuto
de la Comunidad Auténoma Andaluza cuando establece que se requerird la
participacién bilateral en la formacién de la posicién del Estado en los asuntos
que le afecten exclusivamente.

Asi pues la primera pregunta que nos formuldbamos no puede ser contes-
tada mds que afirmativamente, se ha producido una «europeizaciény, si bien
no en al mismo nivel en todas las Comunidades Auténomas. Hasta hoy las
Conferencias sectoriales impulsadas por la CARCE han sido instrumento til
para la coordinacién inter-autondémica, en la relacién con el Estado y, en la
determinacién e intervencién en la construccién europea de las Comunidades
Auténomas si bien, a la luz de las reclamaciones autonémicas y las tltimas
modificaciones estatutarias «europeizantes» creemos que merecerfa atencién
legislativa la racionalizacién de las aspiraciones autonémicas para su participa-
cién, al menos indirecta, en la Unién Europea.

En este sentido es ficil comprender la complejidad de aventurar solucio-
nes; a nuestro juicio serfa necesario en primer lugar precisar el mecanismo
de acuerdo entre las propias Comunidades auténomas, ya que a nuestro jui-
cio, la dificultad de establecer mecanismos de formacién de voluntad entre
las distintas Comunidades Auténomas ha constituido la barrera de freno
al reconocimiento del fenémeno regional en la Unién Europea. Creemos
que la fijacién normativa de sistemas de coordinacién homogéneo serfa be-
neficiosa y como primer paso a esa participacion europea de las regiones,
podrian establecerse mecanismos de coordinacién autonémica conjunta que
contribuyera a establecer una voluntad, cuanto menos, mayoritaria, entre
las Comunidades Auténomas. Quizds a través de los érganos parlamentarios
regionales y estatal, especializados en asuntos europeos, sea posible la par-
ticipacién que se reclama al reforzar el peso de todos los Parlamentos en la
Unién Europea.

El Tratado de Lisboa a través del mecanismo de alerta temprana abre un
cauce de participacién a las regiones en la construccién politica via érganos de
representacién. Como hemos explicado en los epigrafes precedentes, el sistema
de control preventivo de la observancia de los principios de subsidiariedad y
proporcionalidad permitird, en el caso de que se vean afectadas competencias
exclusivas, intervenir a las Comunidades auténomas en el proceso de elabora-
cién de los actos legislativos europeos. Las Comunidades Auténomas se han

47 MEDINA GUERRERO, M., La internacionalizacién de la Constitucion territorial..., p- 30.
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preparado para ello y constituido en su seno Comisiones de Asuntos Europeos®®

que desarrollan cierto tipo de actividad relacionada con los asuntos europeos
ya sea, bien a través de su actividad legislativa, o de impulso politico mediante
su participacién en la CALRE, que dltimamente ha centrado sus esfuerzos en
estrechar lazos tanto entre los parlamentos regionales, como entre los canales
de conexién con los Parlamentos nacionales y, sobre todo, entre las comisiones
para asuntos europeos. Sin embargo a pesar de los esfuerzos realizados lo cierto
es que no se han determinado los mecanismos o instrumentos legislativos que
permitan la participacién interparlamentaria —entre parlamentos regionales y
entre éstos y el Parlamento nacional— entre érganos competentes en asuntos
comunitarios.

El mecanismo de alerta temprana previsto en el Tratado de Lisboa impulsa
la participacién de las Asambleas Legislativas en los asuntos europeos y la ley
24/2009 establece el procedimiento. La Comisién Mixta de la Unién Europea,
sin prejuzgar la existencia de competencias autondmicas afectadas enviard a las
Asambleas Legislativas todas las iniciativas legislativas europeas. Los Parlamentos
regionales, en cuatro semanas, deberdn remitir su dictamen con las referencias
necesarias, entendemos que sélo se emitird el dictamen en el caso de que se
plantee una posible vulneracién del principio de subsidiariedad o de propor-
cionalidad, a la Comisién Mixta de la Unién Europea. Sin entrar en cuestiones
que afectan al funcionamiento de las Comisiones autonémicas de asuntos par-
lamentarios y la enorme carga de trabajo que supondrd el andlisis de todas las
iniciativas legislativas, lo que requerird a nuestro juicio un incremento de medios
materiales y personales en las comisiones parlamentarias regionales de asuntos
europeos, el problema que queda sin resolver afecta al proceso de decisién que
deberd tener lugar en la Comisién Mixta sobre la remisién o no del informe a la
Unién Europea.

Es decir, ;como tomard las decisiones la Comisién Mixta respecto a la emi-
sién del dictamen definitivo a la luz de los dictdmenes remitidos a la Comisién
Mixta en el caso de asi fuera? ;Bastard con que una Comunidad Auténoma
encuentre motivos de vulneracién de principio de subsidiariedad para que la
Comisién Mixta emita Dictamen? ;En que casos? Si bien el Tratado de Lisboa
confiere la oportunidad de participar en el proceso de construccién europea es
necesario que los érganos parlamentarios establezcan los mecanismos de par-
ticipacidn necesarios para que se pueda no sélo analizar la legislacién europea,
sino controlar al ejecutivo.

Todavia es pronto, y resulta evidente la necesidad de reformas legislativas
importantes tanto en el 4mbito nacional como autonémico para no perder la

4 Durante la II Legislatura la Asamblea de Madrid mediante acuerdo de la Mesa y Junta de

Portavoces de 10 y 15 de septiembre de 1987, acordd la creacién de la Comisidn no Permanente de
Asuntos Europeos (BOAM 6 de septiembre de 1987). En la IV Legislatura en la sesién constitutiva
de 13 de julio de 1995 (DSS 19 de 13 de julio de 1995) con la entrada en vigor del nuevo Regla-
mento de la Asamblea de 30 de Enero de 1997 pasa a integrarse en la Comisién de Presidencia.
A nuestro juicio deberfa constituirse una Comisién especifica de Asuntos Europeos tal y como se
concibid en 1986.
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oportunidad y replantear el sistema de participacién de Espafia en la Unién
Europea. ;Serd la solucién la tan esperada reforma del Senado?, ;Se convertird la
Comisién Mixta para asuntos de la Unién Europea en una Cdmara dentro de
otra en asuntos comunitarios? ;Servird la Comisién Mixta para conferir al Parla-
mento Espanol la participacién que merece un pais «de los grandes» en la Unién
Europea? ;Logrardn las Comunidades Auténomas un cauce propio de partici-
pacién en asuntos comunitarios? Para responder a las preguntas enunciadas hay
que esperar, las reformas legislativas han de ser aplicadas y entonces podremos
determinar el verdadero alcance que ha tenido la entrada en vigor del Tratado de
Lisboa en el Parlamento Espafiol y en los Parlamentos regionales.





